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La responsabilidad internacional agravada del Estado colombiano 


Resumen 


Al igual que ocurre en los regímenes de responsabilidad Estatal internacional y SIDH, en donde se hace una distinción entre los hechos ilícitos internacionales y las violaciones a normas imperativas de derecho internacional —Ius cogens—, se plantea la posibilidad de aplicar en el régimen interno de responsabilidad estatal la aludida “responsabilidad internacional agravada”, en aquellos casos específicos de violaciones graves a derechos humanos, comoquiera que resulta necesario establecer la aludida distinción respecto de la imputación del daño al Estado en ese tipo de casos. Así, en atención a las circunstancias por las cuales atraviesa el país en materia de desconocimiento flagrante y sistemático de derechos humanos, resulta imperioso establecer una diferenciación entre las denominadas fallas y/o faltas administrativas dependiendo de las normas y/o derechos infringidos, pues a pesar que desde el punto de vista del título de imputación —falla del servicio— el juicio de responsabilidad se basa en el mismo fundamento jurídico —desconocimiento de un deber legal a su cargo—, lo cierto es que las violaciones graves a derechos humanos merecen, como resulta apenas natural, un juicio de recriminación con mayor rigurosidad.
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The Aggravated International Responsibility of the Colombian State


Abstract


Just as in international regimes regarding the responsibility of states, and in the Inter-American Human Rights System, where distinctions are drawn between international wrongful acts and violations of the peremptory norms of international law, or jus cogens, it is possible to impute responsibility to a state under its domestic legal system.  When imputing responsibility to the state for a harm that has been caused, the same distinction may be made and responsibility may be imputed for “aggravated international responsibility” in cases of grave violations of human rights. Thus, when examining the prevalent circumstances in the country with respect to the flagrant disregard of human rights, it is urgent to differentiate between what are regarded as lesser violations and violations of the peremptory norms of international law, depending on the norms that have been violated or the rights that have been infringed upon. Although from the point of view of the formal accusation (administrative failure), the finding of responsibility has the same legal basis —disregard of a legal obligation with which a party is bound to comply— it is clear that grave violations of human rights rightly deserve a more rigorous examination and trial to determine responsibility.
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Prólogo 


El doctor Gabriel Figueroa Bastidas me ha pedido que le haga un prólogo a su libro La responsabilidad internacional agravada del Estado colombiano y yo acepto por varias razones: por el autor y por ser su obra una extraordinaria tesis presentada a la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario para obtener el título de magíster en Derecho, y que además fue laureada.


Al doctor Figueroa Bastidas lo conocí en el Consejo de Estado a comienzos de 2007, cuando hizo su judicatura, destacándose por su ánimo y curiosidad intelectual, que acompañó de gran tesón en el campo del conocimiento de lo jurídico y, en particular, en el problema de la fundamentación de los derechos humanos. Y esa profunda vocación la ha demostrado en su diaria labor en la actividad judicial que desempeña al servicio de tan importante corporación, donde ha guardado una actitud de prudencia y recogimiento, propia de los hombres de pensamiento.


Y en cuanto a la otra, esta constituye el fruto de la terminación de sus estudios de maestría, donde alcanzó el merecido reconocimiento de honor y gloria que entraña para un graduando el laurear su tesis.


La división del libro en cuatro capítulos avanza desde una perspectiva metodológica descriptiva hacia una posición crítico-prescriptiva, lo que sin lugar a dudas constituye un hilo conductor de pensamiento, lógico, ordenado y conceptualmente estratégico en la defensa de la propuesta que se materializa en esencia en el capítulo IV, al margen de que se compartan o no algunos de los planteamientos propuestos por el autor.


En el primer capítulo, Responsabilidad internacional del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, se pone de presente la idea de que ante circunstancias agravantes que por su naturaleza —como sería por ejemplo una violación de una norma ius cogens— no pueden ser asimilables a otro tipo de hechos ilícitos internacionales y aunque unos y otros generan responsabilidad del Estado, se propugna por un criterio de cualificación de gravedad, lo cual es razonable, en cuanto a la intensidad del reproche y a la virtualidad de unas mayores consecuencias jurídicas. Esta perspectiva, no solo lógica y razonable, resulta plausible frente a las violaciones atroces de obligaciones internacionales que demandan una respuesta a través de todos los medios lícitos para ponerles fin  y asegurar su reparación integral, diferenciando así las consecuencias jurídicas que surgen para los Estados por la trasgresión de normas ius cogens.


El segundo capítulo, Responsabilidad de los Estados en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, es preferentemente descriptivo en lo que se refiere a los antecedentes y órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos —Comisión Interamericana de Derechos Humanos y Corte Interamericana de Derechos Humanos—, y en lo que concierne a la responsabilidad del Estado y reparación en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos; no obstante, se hacen consideraciones teoréticas valiosas respecto al desarrollo jurisprudencial del concepto de responsabilidad internacional agravada en la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), donde se ha aplicado el concepto de violaciones graves, masivas y sistemáticas de derechos humanos. Sin embargo, todo esto no se traduce en consecuencias jurídicas cualificadas o diversas, toda vez que se aplican los mismos estándares de reparación. En este espacio, el pensamiento del autor cobra importancia porque pone de presente y enhiesta la perspectiva de su tesis, en la necesidad de que el concepto de responsabilidad internacional agravada tenga un correlato de identidad y proporcionalidad en lo que corresponde a las consecuencias jurídicas cualificadas.


En el tercer capítulo, Responsabilidad del Estado en el ordenamiento jurídico colombiano, se hace una descripción lineal de la evolución jurisprudencial en el tema, destacándose cómo se adoptó por el Consejo de Estado, a partir de 2007, la absoluta compatibilidad de los estándares de reparación integral de la Corte IDH, en casos de violaciones a los derechos humanos.


Finalmente, en el cuarto capítulo, Aplicación y consecuencias de la responsabilidad internacional agravada en el régimen de responsabilidad interno, se parte de la premisa de la existencia de diferencias y semejanzas en lo que concierne a las características principales de los sistemas de responsabilidad (internacional, regional e interno) para la aplicación de la responsabilidad agravada del Estado en el régimen interno.


Con gran despliegue dialéctico el autor enfila toda la carga argumentativa para presentar la necesidad de aplicación en el régimen interno de las consecuencias de la responsabilidad internacional agravada, y para ello parte de una premisa que es la concurrencia y compatibilidad; podría agregarse, además, la integración entre los regímenes regional e interno, auspiciando allí el control de convencionalidad como un instrumento de aplicación directa por parte del juez administrativo como operador jurídico de convencionalidad en el ordenamiento vernáculo. En ese orden de pensamiento es factible la “declaratoria agravada contra el Estado colombiano”, en los supuestos de graves violaciones a los derechos humanos y por ello serían aplicables las consecuencias contenidas en los artículos 41 y 42 del Proyecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional (CDI). En este capítulo se centra la propuesta que constituye el desideratum del autor y sobre el particular bien podrían acogerse algunas —no todas— las consecuencias derivadas de que se acepte la premisa de “responsabilidad agravada a nivel interno”. Por ejemplo, resultan de sumo interés: 1) La censura por parte de la comunidad internacional respecto de las violaciones “flagrantes y sistemáticas” a las normas ius cogens; la no existencia de prescripción o caducidad para los casos de violaciones graves a derechos humanos, y para tal efecto se debería tener en cuenta alguna delimitación temporal que como se ha señalado en la Sentencia C-250 de 2012 (M. P. Humberto Sierra Porto) no necesariamente sería inconstitucional una medida de esta naturaleza, pues de lo contrario se “[…] limitaría de manera desproporcionada la libertad de configuración del legislador, además que sería abiertamente irresponsable desde la perspectiva de los recursos estatales disponibles para la reparación de los daños causados, pues generaría expectativas de imposible satisfacción que acarrearían (sic) responsabilidades ulteriores al Estado colombiano […] implicaría el sacrificio de bienes constitucionalmente relevantes cual es en primer lugar la efectividad de los derechos de las víctimas que se pretende reparar, pues no se puede desconocer las limitaciones de los recursos estatales que pueden ser invertidos para tal propósito”. Lo anterior con motivo de la declaratoria de exequibilidad del artículo de la Ley 1448 de 2011, donde se dijo que el legislador podía establecer una restricción temporal para catalogar a una persona como víctima del conflicto armado. Asimismo, como consecuencia, que ya es un hecho en la práctica y en la jurisprudencia, se ha admitido flexibilidad probatoria en eventos de violación grave de derechos humanos; de igual modo, se ha dispuesto la prelación de fallo en esos escenarios de responsabilidad estatal, conforme a lo preceptuado en la Ley 1285 de 2009.


Toda la concepción del autor se enlaza en una propedéutica encomiable de la defensa y protección de los derechos humanos. Por lo mismo ha sido gratificante leer este magnífico texto que sin lugar a dudas constituye un punto de partida y de reflexión que concita a recorrer sus páginas, en la búsqueda de instrumentos que propendan por la efectividad en la realización de los derechos humanos, en los términos en que lo plantea Norberto Bobbio, como un asunto de materialización de naturaleza política, a lo cual el autor agrega el matiz de fundamentación, logrando así la conjunción pragmática y teórica, de protección y defensa de los derechos humanos.


Enrique Gil Botero


Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 


expresidente del Consejo de Estado. Catedrático desde 1981 en diferentes


 universidades del país y doctrinante


Bogotá, 2 de junio de 2015





Prefacio 


Avoca el autor el examen de un concepto que en la sociedad colombiana resulta de palpitante actualidad, como es el de la responsabilidad internacional agravada del Estado por violaciones graves a derechos humanos.


El mérito del estudio que el Dr. Figueroa Bastidas hace, radica en desmitificar el tema que, de alguna manera, se rechazaba de entrada so pretexto de tratarse de imposturas propias de la crítica de sectores de izquierda al actuar legítimo del Estado en procura de restablecer y garantizar el orden en el territorio nacional. La historia de la violencia en Colombia testimonia la gravedad del asunto que afronta con seriedad el estudio que ahora comentamos.


De la mano de lo que acaba de indicarse hay que destacar el esfuerzo que hace el autor de avanzar en el examen de la posibilidad de aplicar en el sistema de responsabilidad del Estado que regula el ordenamiento interno colombiano aquella distinción que el derecho internacional ha desarrollado —y para la responsabilidad internacional del Estado, se reitera— para los eventos de violaciones de los derechos humanos calificadas como “graves”.


Adentrándose en el estudio de lo que constituye la responsabilidad internacional del Estado por hechos considerados como internacionalmente ilícitos, importa señalar cómo el autor, desde la mirada del derecho internacional, destaca su carácter objetivo y dependiente de la violación de una norma primaria convencional, por una parte, y, por otra, dando alcance al tema objeto de estudio, que eventualmente pueda entenderse que algunos hechos ilícitos internacionales afecten la comunidad internacional, razón por la cual vendría a resultar legitimado cualquier Estado para reclamar, indicando el autor que podría tenerse como antecedente de ello la decisión de la Corte Internacional de Justicia en el caso Barcelona-Traction, al advertir la existencia de obligaciones erga omnes derivadas “de la prescripción de los actos de agresión y de genocidio, así como de los principios y reglas relativas a los derechos fundamentales de la persona humana, incluida la protección contra la práctica de la esclavitud y de la discriminación social”.


El autor destaca las circunstancias que se han contemplado a efectos de determinar los casos que comportan la condición de gravedad, resaltando para el efecto que el hecho ha de comportar condiciones de intencionalidad, alcance y número, así como evidenciar consecuencias en las víctimas y, para el caso de los hechos de agresión y genocidio, la gran escala en que acontezcan, tras lo que pone de presente las excepciones que, en cuanto a estas circunstancias se contempla, como vienen a ser aquellos eventos en los cuales con un solo hecho ilícito basta para que se configure el carácter grave, como vienen a ser los casos de tortura y esclavitud, entre otros.


Por este camino el estudio se acerca al análisis de la complementariedad que ha de existir entre la responsabilidad internacional del Estado y la del individuo en los casos de las graves violaciones de normas imperativas de derecho internacional, vía que lo lleva a resaltar la obligación de los Estados miembros de la comunidad internacional de no solamente colaborar para que cese la infracción del Estado violador, sino también la de procurar la sanción individual de los responsables, es decir, de enjuiciarlos y sancionarlos suplementariamente como responsables internacionales, tema que cobra especial importancia en las actuales circunstancias del país y que, de suyo, pone de presente la importancia del examen que se realiza en esta obra que, complementa el autor con las posturas jurisprudenciales que en torno a los temas de configuración del daño, del perjuicio y de su imputación han desarrollado tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo de Estado. 


En síntesis, se trata de una obra fresca y actual que habrá de ser tenida en cuenta por quienes desde diversas disciplinas deban acercarse a los problemas que plantea la responsabilidad por los hechos de violaciones graves de derechos humanos.


Hernán Andrade Rincón


Magistrado de la Sección Tercera del Consejo de Estado


Bogotá, 24 de julio de 2015





Presentación


De la responsabilidad internacional del Estado 
al ordenamiento jurídico colombiano


El derecho, al igual que otros sistemas, se encuentra en constante evolución. La complejidad del mundo moderno no solamente lo ha fragmentado sino que ha creado sobre él una vasta red de especializaciones, subsistemas y resquicios que cada día adquieren mayor relevancia. En este escenario, en donde continuamente aparecen nuevas regulaciones, es fácil olvidar el panorama general y centrarse en la minucia, en la especificidad de la norma.


Bajo estas circunstancias, el derecho evoluciona asimétricamente; el derecho ambiental, por ejemplo, siempre se encuentra rezagado por el derecho comercial. Los derechos humanos, por su parte, evolucionan dependiendo de la cultura jurídica; mientras que en Latinoamérica se debate sobre el derecho a la memoria, en Europa, se construye el derecho al olvido. Paradójicamente, el fenómeno de la globalización no ha logrado la homogenización del derecho. 


Sin embargo, existe un punto común al que todos los sistemas jurídicos desean llegar: la responsabilidad. En efecto, cualquier sistema de derecho que se considere suficientemente maduro debe abordar la responsabilidad de sus sujetos por el incumplimiento de sus obligaciones. La carencia de una consecuencia jurídica por la violación de una norma de un subsistema de derecho es la nota distintiva de aquellas áreas del derecho que aún se encuentran en estado parvulario.


Esta es la razón por la cual ni Bodin, Sárez o Vitoria se ocuparon de la responsabilidad. Para ellos, el concepto de soberanía impedía que pudieran existir consecuencias por el incumplimiento de una norma. Otros grandes del derecho público como Pierino, Belli y Gentili, curiosamente, se ocuparon tangencialmente de desarrollar la responsabilidad de los ciudadanos por los errores del soberano.


La responsabilidad en el ámbito internacional, como la conocemos hoy en día, tuvo sus inicios con los estudios de Wolf y Vattel, pero su conceptualización y maduración para dejar ese estado parvulario solo llegó con los trabajos de codificación y desarrollo progresivo de la Comisión de Derecho Internacional. 


Las normas actuales sobre las consecuencias de la comisión de un hecho ilícito internacional tuvieron que ser desarrolladas por grandes internacionalistas como García Amador, Roberto Ago, Willem Riphagen, Arango Ruiz y James Crawford, quienes además de imprimirle su sello personal, lograron unificar en un solo texto las consecuencias de infringir una norma de derecho internacional.


El Proyecto de artículos que plasma las consecuencias de un hecho ilícito internacional es realmente reciente (2001), con lo cual, el derecho internacional dejó de estar en ese estado parvulario en el que permaneció por siglos. Su madurez ha permitido que otros subsistemas de derecho internacional se vean irradiados, a través de un efecto de cascada, de principios orientadores que han dotado de alas a sectores específicos del derecho que reclamaban legitimidad a través de un sistema de responsabilidad.


En este campo se circunscribe el derecho internacional de los derechos humanos, un subsistema del derecho internacional público que se ha venido nutriendo por las reglas generales de la responsabilidad. Hoy, la soberanía de los Estados no es una excusa para no declarar su responsabilidad. El concepto de Bodin que clamaba que los ciudadanos no podían reclamar el incumplimiento de una norma de un soberano ha quedado en el olvido.


La construcción actual del derecho, que de antaño no reconocía la subjetividad de la víctima en el derecho internacional, se ha transfigurado a tal punto que es difícil concebir un sistema de protección de derechos humanos, que excluya o impida la actuación del individuo como sujeto con capacidad para reclamar el incumplimiento.


Bajo este andamiaje, las jurisdicciones internas han venido absorbiendo, en mayor o menor grado, los desarrollos del derecho internacional. Como es lógico, la armonización siempre presenta dificultades, al punto de establecer complejas herramientas de transposición en los ordenamientos internos llamadas interpretación conforme, control de convencionalidad o bloque de constitucionalidad, entre otros.


En este campo se circunscribe el trabajo que tengo el gusto de presentar. A diferencia de otros textos sobre responsabilidad del Estado, el texto que el lector tiene en sus manos guarda la visión panorámica del derecho. En efecto, explora el concepto de responsabilidad internacional del Estado y, a través del efecto de cascada, pasa por su conceptualización en el derecho internacional de los derechos humanos hasta llegar al derecho interno colombiano.


Con el ánimo de realizar una contribución al derecho administrativo colombiano, su autor desarrolla hábilmente el concepto de responsabilidad agravada del Estado en el derecho interno, partiendo, como es lógico, de una concepción internacionalista que diferencia las violaciones graves de una norma que ha sido aceptada por la comunidad internacional en su conjunto.


Como todas las buenas investigaciones, el aporte jurídico de este texto es un pequeño paso en la defensa y protección de los derechos humanos, pero constituye, sin lugar a dudas, un gran avance jurídico que, posiblemente, nos muestre como un faro el camino que deba seguir nuestra jurisdicción. 


Carlos Mauricio López Cárdenas


Profesor de carrera académica e investigador del Grupo de Derecho


 Público, Facultad de Jurisprudencia, Universidad del Rosario 


Bogotá, 18 de julio de 2015 


[Día Internacional de Nelson Mandela]





Introducción


En el ámbito de la responsabilidad internacional del Estado se ha reconocido que las consecuencias jurídicas que nacen de la existencia de un hecho internacionalmente ilícito si bien, en principio, son esencialmente bilaterales, es decir, solo tienen que ver con las relaciones entre el Estado responsable y el Estado lesionado, también se ha aceptado que algunos hechos ilícitos entrañan la responsabilidad del Estado que los realiza con varios Estados o, incluso, con la comunidad internacional en su conjunto, específicamente, en aquellos casos de violaciones graves a normas imperativas de derecho internacional general o normas ius cogens. 


 Ciertamente, al igual que ocurre en el ámbito internacional, es preciso preguntarse internamente si no habrá hechos que constituyan violaciones especialmente graves a normas ius cogens, que puedan dar lugar a un juicio de responsabilidad particularmente severo que sirva para reparar integralmente a las víctimas y, además, procure evitar que tales conductas vuelvan a producirse. Así pues, en el ámbito el derecho internacional, la doctrina especializada ha señalado que 


no se puede asimilar un crimen como el genocidio con una violación ordinaria del Derecho Internacional como puede ser la referente a una obligación derivada de un convenio comercial. Esta afecta únicamente a los Estados parte, mientras que el genocidio amenaza a la sociedad internacional en su conjunto. 


Por esa razón, en el derecho internacional general se ha establecido una distinción respecto de la imputación del daño al Estado infractor en ese tipo de eventos relacionados con violaciones “graves” a intereses fundamentales de la humanidad, ello con el fin de prevenir y reprimir con mayor rigor tales conductas. Dicha distinción en el régimen de responsabilidad estatal ha sido desarrollada y aplicada en los sistemas internacional y regional de responsabilidad de los Estados. 


Así pues, a partir del Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos realizado por la Comisión de Derecho Internacional (en adelante CDI)1, —el cual establece una diferenciación de la responsabilidad internacional del Estado dependiendo de la tipología de normas que infrinja—, así como de varios pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte IDH en relación con la denominada Responsabilidad internacional agravada de Estado, se pretende analizar la posibilidad de aplicar dicha distinción jurídica —responsabilidad agravada—, en el sistema de responsabilidad estatal interno, específicamente en el marco de la responsabilidad del Estado por violaciones graves a derechos humanos (DH); asimismo, se busca determinar las posibles implicaciones y consecuencias de la aplicación de dicha declaratoria especial de responsabilidad. 


En ese sentido, el presente estudio encuentra su razón de ser y fundamento (justificación) en los siguientes puntos: 1) el desconocimiento nacional del concepto de violaciones graves de obligaciones de normas imperativas de derecho internacional general y, más precisamente, del contenido y alcance de la responsabilidad internacional agravada del Estado; 2) la indeterminación de las circunstancias agravantes de responsabilidad internacional del Estado por violaciones graves a derechos humanos; 3) la necesidad de analizar la posibilidad de aplicación de la teoría de la responsabilidad agravada en el sistema nacional de responsabilidad del Estado colombiano en aquellos casos relativos a violaciones graves a derechos humanos y; 4) la inexistencia de una diferenciación en los daños antijurídicos frente a ese tipo de casos de violaciones graves a derechos humanos y, como consecuencia de ello, la aplicación de una reparación adecuada, además de las medidas de reparación integral que ya se han adoptado por el Consejo de Estado. 


Ciertamente, en atención a las circunstancias por las cuales atraviesa el país frente al desconocimiento flagrante y sistemático de los derechos humanos, resulta imperioso establecer una diferenciación entre las denominadas fallas o faltas administrativas dependiendo de las normas o derechos infringidos, pues a pesar que desde el punto de vista del título de imputación —falla del servicio—, el juicio de responsabilidad se basa en el mismo fundamento jurídico —desconocimiento de un deber legal a su cargo—, lo cierto es que las violaciones graves a derechos humanos merecen, como resulta apenas natural, un juicio de recriminación con mayor rigurosidad. 


Para abordar el estudio de los referidos tópicos, se partió de exponer el siguiente problema jurídico de investigación: ¿Resulta posible establecer en el régimen interno de responsabilidad estatal —al igual que ocurre en el derecho internacional y regional—, una distinción entre las fallas administrativas en aquellos casos específicos de violaciones graves a derechos humanos y, en consecuencia, aplicar la responsabilidad agravada al Estado colombiano?


Para desarrollar el referido problema jurídico se dividió el objeto de estudio en cuatro capítulos generales, el primero de los cuales aborda el análisis de los elementos generales de la responsabilidad internacional de los Estados y de las consecuencias del hecho ilícito internacional e identifica las circunstancias agravantes de la responsabilidad internacional, para lo cual se precisa el concepto de normas ius cogens, a partir de los principales pronunciamientos jurisprudenciales y doctrinales en la materia; finalmente, identifica las consecuencias de la declaratoria de la responsabilidad agravada en el sistema de responsabilidad internacional general. 


En este punto cabe advertir que en esta oportunidad se abordará el análisis, únicamente, respecto de la responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos, comoquiera que en el ámbito internacional también existe la “responsabilidad internacional por actos no prohibidos por el derecho internacional”, derivado del ejercicio de actividades peligrosas2. 


El segundo capítulo profundiza en la responsabilidad de los Estados en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH); para tal efecto se aborda el estudio de las obligaciones consagradas en los instrumentos que hacen parte del sistema, así como del concepto de reparación integral desarrollado por la jurisprudencia de la Corte IDH; posteriormente, se estudia el concepto de responsabilidad agravada en el SIDH y se identifican las consecuencias de dicha declaratoria de responsabilidad agravada. 


El tercer capítulo corresponde al estudio de la responsabilidad del Estado en el régimen de responsabilidad interno, en el cual se encuentran los antecedentes de la responsabilidad administrativa, los elementos característicos de la responsabilidad del Estado colombiano, los regímenes y títulos de imputación; de igual forma se profundiza en el régimen de falla del servicio —por acción y omisión—, como título de imputación en casos de violaciones graves a derechos humanos; finalmente, se estudia el contenido y alcance del concepto de reparación integral desarrollado por la jurisprudencia del Consejo de Estado y, por último, se realiza un análisis jurisprudencial de los fallos más sobresalientes en el tema. 


El cuarto y último capítulo identifica los elementos característicos de los sistemas internacional, regional e interno con respecto a la responsabilidad estatal y establece su compatibilidad y concurrencia a partir de una tabla comparativa y, basándose en ello, se aborda el estudio sobre la aplicación en el régimen de responsabilidad interno de la mencionada “responsabilidad agravada” con fundamento en el concepto de control de convencionalidad y costumbre internacional y se precisan las eventuales consecuencias de la aplicación de ese régimen de responsabilidad agravada en el régimen interno. 


En cuanto a la aplicación de la denominada “responsabilidad agravada del Estado” en el régimen de responsabilidad interno, se concluyó que resulta aplicable en Colombia por dos razones que implican un imperativo acatamiento por parte del Estado colombiano, esto es: 1) se trata de una norma consuetudinaria regional —Sistema Interamericano— y, 2) se trata de jurisprudencia desarrollada por la Corte IDH que puede ser aplicada por vía del control de convencionalidad. 


 



Notas


1 Adoptado por la CDI en su 53º periodo de sesiones (A/56/10) y anexado por la Asamblea General de Naciones Unidas, en su Resolución 56/83, del 12 de diciembre de 2001. 


 


2 Sobre el particular consultar: “Informe de la CDI sobre su quincuagésimo periodo de sesiones. Asamblea General, (A/61/10)”. Para profundizar en el referido tema consultar, por ejemplo, Manuel Díez de Velasco, Instituciones de derecho internacional público (Madrid: Tecnos, 2013), 848 y ss.; Antonio Remiro Brotóns y otros, Derecho internacional. Curso general (Valencia: Tirant lo Blanch, 2010), 404 y ss. 


 







Capítulo 1
Responsabilidad internacional del Estado por
 hechos internacionalmente ilícitos



Aspectos generales


La eficacia de todo ordenamiento jurídico descansa en gran medida sobre su régimen de responsabilidad, es decir, sobre el conjunto de normas que regulan los efectos de conductas lesivas de derechos subjetivos; como todo ordenamiento jurídico el derecho internacional cuenta con reglas de este tipo. Los comportamientos de los sujetos del derecho internacional pueden ser valorados desde el punto de vista de su conformidad o contrariedad con dicho ordenamiento jurídico; en este último caso, se habla comúnmente de hechos ilícitos generadores de ciertas consecuencias jurídicas negativas para el propio sujeto a quien le son atribuibles, entre las cuales, la más característica —junto a otras posibles como la inoponibilidad o la nulidad del hecho—, es la responsabilidad internacional. En ese sentido, el derecho de la responsabilidad internacional está pues constituido por un conjunto de normas secundarias que regulan los efectos del incumplimiento de la conducta prescrita por la norma primaria.


La suma importancia de las reglas sobre responsabilidad llevó a que se ocupara de ellas la Comisión de Derecho Internacional (CDI), con el fin de lograr su codificación desde sus inicios en 1949; no obstante, la dificultad de las tareas refleja que solo hasta 2001, la Comisión aprobara el denominado Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos (en adelante Proyecto o Proyecto de artículos), en el cual se decidió no codificar las obligaciones denominadas “primarias”, es decir, aquellas que imponen obligaciones a los Estados cuya violación puede ser causa de responsabilidad internacional, sino que se compilaron únicamente, las “normas secundarias”, esto es “las que tienen por objeto establecer consecuencias jurídicas de un incumplimiento de las obligaciones señaladas por las normas primarias”. De tal suerte que cuando se produzca una acción u omisión de un Estado que sea contraria a la obligación internacional establecida por una de esas “normas primarias”, se ocasionará un “hecho internacionalmente ilícito”, cuya consecuencia inmediata no será otra que generar su “responsabilidad internacional”, tal y como lo preceptúa el artículo 1 del Proyecto de artículos. 


La Corte Permanente de Justicia Internacional aplicó el principio enunciado en el artículo 1 en varias sentencias, por ejemplo, en el asunto Fosfatos de Marruecos, la Corte Permanente afirmó que cuando un Estado comete un hecho internacionalmente ilícito contra otro, “la responsabilidad internacional queda establecida directamente entre los dos Estados”. De igual forma, la Corte Internacional de Justicia ha aplicado el principio en varias ocasiones, por ejemplo, en el asunto del Estrecho de Corfu, en el asunto relativo a las Actividades militares y paramilitares y en el caso Gabčíkovo-Nagymaros, entre otros. 


Teniendo en cuenta lo anterior, es posible definir el hecho internacionalmente ilícito como una violación de una obligación internacional, sea cual sea su origen o naturaleza (consuetudinaria o convencional, etc.), la cual, constituyendo una infracción del derecho internacional, lesiona los derechos de otro sujeto u otros sujetos de dicho ordenamiento, o incluso derechos e intereses de los que sería titular la propia comunidad internacional, dando lugar, entre otras consecuencias posibles, a la responsabilidad del sujeto jurídico-internacional como autor del hecho. A lo cual cabe agregar que la posible calificación del hecho como lícito que haga el derecho interno del Estado infractor no tiene relevancia alguna para el derecho internacional. 


Por otra parte, resulta preciso señalar que en el derecho internacional, como en cualquier ordenamiento jurídico, el hecho ilícito puede dar lugar a varios tipos de relaciones jurídicas según las circunstancias. En ese sentido se ha afirmado que las relaciones jurídicas que nacen de la existencia de un hecho internacionalmente ilícito son esencialmente bilaterales, es decir, solo tienen que ver con las relaciones entre el Estado responsable y el Estado lesionado. No obstante, se ha venido reconociendo cada vez más que algunos hechos ilícitos entrañan la responsabilidad del Estado que los realiza con varios Estados o incluso con la comunidad internacional en conjunto; en consecuencia, la aceptación de la existencia de obligaciones con la comunidad internacional en su conjunto (obligaciones erga omnes), correlativas a unos derechos subjetivos públicos, ha llevado también a que su cumplimiento pueda ser exigido por cualquier Estado, en atención a que se considera una vulneración de los intereses de la comunidad internacional general. 


Elementos de la responsabilidad internacional


En el artículo 2 del Proyecto se establecen los elementos concurrentes para que proceda la responsabilidad internacional del Estado por el hecho internacionalmente ilícito, los cuales son: 1) “un comportamiento consistente en una acción u omisión” que debe ser atribuible a un Estado según el derecho internacional (artículos 4 a 11) y, 2) debe constituir una violación de una obligación internacional del Estado, sea cual fuere el origen de la obligación de que se trate (artículos 12 a 15). 


 


 


En virtud de lo anterior, 


se distinguen dos elementos, uno de carácter subjetivo, que consiste en una conducta que debe ser imputable no al individuo o grupo de individuos que de hecho la han realizado sino al Estado como sujeto de derecho internacional. En otras palabras, es cuestión de determinar quién y en qué circunstancias realizó la acción para que ésta se atribuya el Estado; y otro, elemento objetivo, que indica que el Estado al cual se atribuye la conducta en cuestión ha faltado, con la misma, al cumplimiento de una obligación internacional, es decir, el elemento específico que lo distingue de los otros actos del Estado que tienen consecuencias en el derecho internacional.


La Corte Internacional de Justicia ha hecho referencia también a esos dos elementos en varias ocasiones. En el asunto del personal diplomático y consular de los Estados Unidos en Teherán señaló que para atribuirle la responsabilidad a Irán: 


[e]n primer lugar, debe determinar en qué medida los hechos de que se trata pueden considerarse jurídicamente imputables al Estado iraní. En segundo lugar, debe considerar si son compatibles o no con las obligaciones que incumben a Irán en virtud de los tratados vigentes o de cualquier otra norma de derecho internacional aplicable.


Asimismo, en el asunto Dickson Car Wheel Company, la Comisión General de Reclamaciones de Estados Unidos de América/México observó que la condición para que un Estado incurriera en responsabilidad internacional era “que un hecho ilícito internacional le sea imputado, es decir, que exista violación de una obligación impuesta por una norma jurídica internacional”.


Por otra parte, debe precisarse que la responsabilidad internacional de los Estados está basada en la “responsabilidad objetiva” y no en la culpabilidad (dolo o culpa), así como tampoco en el daño (patrimonial o extrapatrimonial), es decir, la responsabilidad internacional se deriva de la mera violación de la obligación atribuida al sujeto, sin que sea relevante analizar la falta o el aspecto subjetivo de la conducta, esto es, si fue con dolo o culpa; asimismo, el daño no es un elemento indispensable del hecho internacionalmente ilícito, comoquiera que, tal como lo ha precisado la Comisión de Derecho Internacional “el daño es algo inherente a toda lesión de un derecho subjetivo internacional”, amén de que dicha exigencia se encuentra contenida en las normas primarias o normas que establecen la obligación violada y no en las secundarias sobre la responsabilidad del Estado. 


La exigencia del daño depende del contenido de la obligación primaria, por lo cual no se puede establecer una regla general al respecto. Así, por ejemplo, la regla que impone un tratado internacional de promulgar cierto tipo de legislación, como lo establecen la mayoría de los tratados sobre derechos humanos, es violada por el hecho de no promulgar la ley y no es necesario que otro Estado parte indique que ha sufrido un daño concreto debido al incumplimiento, otro tipo de hecho ilícito sin daños materiales sería, por ejemplo, el simple vuelo no autorizado de una aeronave de un Estado por el espacio aéreo de otro. 


No obstante lo cual, tales elementos (el daño y el comportamiento doloso/culpable), eventualmente, tendrán incidencia al momento de examinar los requisitos previstos en el artículo 40.2 del Proyecto de artículos, relacionado con las violaciones graves de obligaciones emanadas de normas imperativas de derecho internacional general o, en algunos casos muy concretos, relativos a la participación de un Estado en el hecho ilícito de otro, así como en general con la reparación debida, pero en ningún caso deben estimarse como fundamento de la responsabilidad internacional del Estado. 
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